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TRÁFICO, FABRICACIÓN O PORTE DE ESTUPEFACIENTES / SOLICITUD PERMISO 72 HORAS / DELITO EXCLUIDO DE BENEFICIOS POR LA LEY 1709 DE 2014 / NO APLICA FAVORABILIDAD / NIEGA / Ahora bien, en caso sub examine, el juez de ejecución de penas de manera clara y precisa señaló los motivos por los cuáles el señor Cataño Buenaventura, no tiene derecho a que se le conceda el permiso administrativo de 72 horas, como quiera que para ello se apoyó en el ordenamiento jurídico aplicable al caso, en cuanto es evidente que el artículo 32 de la Ley 1709/14 prohíbe la concesión de beneficios administrativos como el que reclama el sentenciado para el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, entre otros como la norma indica…
Con dicho precepto jurídico se evidencia que a las personas que hayan sido sentenciadas por los delitos enunciados, entre ellos el punible de trafico de estupefacientes, no se les podrá otorgar subrogados legales, beneficios judiciales o administrativos, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que sea efectiva.

(…)

Ahora bien, en aras de dar respuesta a los planteamientos del recurrente, es importante señalar que al juez que vigila la ejecución de la pena no le es viable aplicar una norma concreta a su elección con base en el principio de de favorabilidad, e inaplicar o no la prohibición consagrada en el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, ya que si bien es cierto el artículo 38 numeral 7 del CPP, establece que tal situación solo es viable en aquellos casos en los que una ley posterior le reporta un beneficio al penado; lo que implica que no es autorización para que se desconozcan las normas omitiendo su aplicación, en especial cuando no hay una coexistencia de normas que plantean dos soluciones distintas para una misma situación, como es este caso, pues no hay otra norma vigente que establezca que es procedente el permiso reclamado, para quienes fueron condenados por delitos relacionados con el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecinueve (19) de junio de dos mil dieciocho (2018)
Acta No. 503
Hora: 2:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por Procurador 290 Judicial I Penal, contra el auto emitido el 22 de febrero de 2018 mediante el cual el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad negó la solicitud de permiso de 72 horas para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión al señor Juan Manuel Cataño Buenaventura.
2. ANTECEDENTES
2.1 Se extracta de la actuación que el señor Juan Manuel Cataño Buenaventura fue condenado conjuntamente con Paulo Roberto López Cortés por el Juzgado 3º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, Risaralda, el 25 de mayo de 2011 y se les impuso una pena de 60 meses de prisión y multa de 468 smlm, como responsables del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, donde se les negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

2.2 El 17 de enero de 2018 el INPEC radicó ante el Juzgado 2°de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, la remisión de solicitud de permiso de hasta 72 horas y anexó los documentos que consideró pertinentes.

2.3 El 22 de febrero de 2018 el Juzgado en mención resolvió no aprobar la concesión del beneficio administrativo de 72 horas, por expresa prohibición del artículo 32 de la Ley 1709 del 20 de enero de 2014
, decisión frente a la cual el agente del Ministerio Público, interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación el 6 de marzo de 2018.

3. LA DECISIÓN OBJETO DE RECURSO
El Juez A quo, mediante decisión proferida el 22 de febrero de 2018 negó la concesión del beneficio administrativo de 72 horas, teniendo que con la entrada en vigencia de la Ley 1709 del 20 de enero de 2014, quedaron excluidos de dicho beneficio quienes hayan sido condenados por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes (entre otros), de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de esa norma.

Frente a dicha determinación el delgado del Ministerio Público interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación. 
Por medio de proveído del 28 de marzo del año en curso (folio 219 a 220), el juzgado que vigila la pena del señor Cataño Buenaventura, no repuso el auto impugnado, asegurando que para la fecha en la que se cometieron los hechos ya había entrado en vigencia la Ley 1709 de 2014, la cual contiene una expresa prohibición legal frente a los beneficios administrativos para quienes incurran en el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, entre otros. 

4. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO
El doctor Jorge Enrique Álvarez Marín en su calidad de Procurador 290 Judicial I, sustentó el recurso de apelación de la siguiente manera: 

Los hechos materia de investigación acontecieron cuando ya se encontraba vigente la Ley 1709 de 2014. 

Hizo referencia a dos precedentes de la CSJ, referentes al principio de favorabilidad respecto a la aplicación de las normas. 

Si se admite que a través de la expedición del artículo 32 de la Ley 1709 de 2014 se derogó el artículo 147 de la Ley 65 de 1996 y la adición realizada a esa norma mediante la Ley 504 de 1999, el problema jurídico a tratar no sería lo relativo a la vigencia de la norma y el “favor rei”, sino la realización de un test de constitucionalidad al respecto. 
No es proporcional el hecho de que un permiso administrativo que propende por mejorar las condiciones de las personas condenadas sin distinción alguna, se niegue a quienes fueron juzgados bajo la vigencia de la ley 1709 de 2014, máxime cuando las expresas prohibiciones no se aplican en lo que respecta a la figura jurídica de la prisión domiciliaria o a la prisión condicional, en las que no importa la naturaleza del delito.
Es desproporcionado e irrazonable dar aplicación a las disposiciones del artículo 68A pues a través del derecho a la favorabilidad se le puede dar solución al problema jurídico. 

Solicitó que se revocara la decisión de primer nivel.  
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA
5.1 Competencia.

De acuerdo con lo estipulado en el artículo 34 de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por el delegado del Ministerio Público a favor del señor Juan Manuel Cataño Buenaventura, en contra de la decisión asumida por el Juzgado 2° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
5.2 Planteamiento jurídico.

El problema jurídico se circunscribe a establecer si es viable o no concederle al señor Juan Manuel Cataño Buenaventura el beneficio administrativo de hasta 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión.

5.3 Solución. 

5.3.1 Para resolver la presente controversia, resulta importante aclarar qué son los beneficios administrativos en cuanto al cumplimiento de una pena de privación de la libertad, para ello, se hace necesario traer a colación lo establecido en el artículo 146 de la Ley 65 de 1993 que dice: 

“ARTICULO 146. BENEFICIOS ADMINISTRATIVOS. Los permisos hasta de setenta y dos horas, la libertad y franquicia preparatorias, el trabajo extramuros y penitenciaría abierta harán parte del tratamiento penitenciario en sus distintas fases, de acuerdo con la reglamentación respectiva.”
5.3.2 En cuanto al beneficio de hasta por 72 horas el artículo 147 de la norma en cita indica:
“ARTICULO 147. PERMISO HASTA DE SETENTA Y DOS HORAS. La Dirección del Instituto Penitenciario y Carcelario podrá conceder permisos con la regularidad que se establecerá al respecto, hasta de setenta y dos horas, para salir del establecimiento, sin vigilancia, a los condenados que reúnan los siguientes requisitos:

1. Estar en la fase de mediana seguridad.

2. Haber descontado una tercera parte de la pena impuesta.

3. No tener requerimientos de ninguna autoridad judicial.

4. No registrar fuga ni tentativa de ella, durante el desarrollo del proceso ni la ejecución de la sentencia condenatoria.

5. Modificado L. 504/99, art.29 Haber descontado en setenta por cierto (70%)de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados.

6. Haber trabajado, estudiado o enseñado durante la reclusión y observado buena conducta, certificada por el Consejo de Disciplina.

Quien observare mala conducta durante uno de esos permisos o retardare su presentación al establecimiento sin justificación, se hará acreedor a la suspensión de dichos permisos hasta por seis meses; pero si reincide, cometiere un delito o una contravención especial de policía, se le cancelarán definitivamente los permisos de este género.”
5.3.3 Ahora bien, en caso sub examine, el juez de ejecución de penas de manera clara y precisa señaló los motivos por los cuáles el señor Cataño Buenaventura, no tiene derecho a que se le conceda el permiso administrativo de 72 horas, como quiera que para ello se apoyó en el ordenamiento jurídico aplicable al caso, en cuanto es evidente que el artículo 32 de la Ley 1709/14 prohíbe la concesión de beneficios administrativos como el que reclama el sentenciado para el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, entre otros como la norma indica:
“[…]No se concederán; la suspensión condicional de la ejecución de la pena; la prisión domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá lugar a ningún otro beneficio, judicial o administrativo, salvo los beneficios por colaboración regulados por la ley, siempre que esta sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores.

Tampoco quienes hayan sido condenados por delitos dolosos contra la Administración Pública; delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad, integridad y formación sexual; estafa y abuso de confianza que recaigan sobre los bienes del Estado; captación masiva y habitual de dineros; utilización indebida de información privilegiada; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; soborno transnacional; violencia intrafamiliar; hurto calificado; extorsión, lesiones personales con deformidad causadas con elemento corrosivo; violación ilícita de comunicaciones; violación ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial; trata de personas; apología al genocidio; lesiones personales por pérdida anatómica o funcional de un órgano o miembro; desplazamiento forzado; tráfico de migrantes; testaferrato; enriquecimiento ilícito de particulares; apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, biocombustibles o mezclas que los contengan; receptación; instigación a delinquir; empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos; fabricación, importación, tráfico, posesión o uso de armas químicas, biológicas y nucleares; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes y otras infracciones; espionaje; rebelión; y desplazamiento forzado; usurpación de inmuebles, falsificación de moneda nacional o extranjera; exportación o importación ficticia; evasión fiscal; negativa de reintegro; contrabando agravado; contrabando de hidrocarburos y sus derivados; ayuda e instigación al empleo, producción y transferencia de minas antipersonal […]” (Subrayas fuera de texto). 
5.3.4 Con dicho precepto jurídico se evidencia que a las personas que hayan sido sentenciadas por los delitos enunciados, entre ellos el punible de trafico de estupefacientes, no se les podrá otorgar subrogados legales, beneficios judiciales o administrativos, salvo los beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedimiento Penal, siempre que sea efectiva. 
Por regla general la vigencia de una ley es determinada por el legislador, y habitualmente se encuentra definido dentro de la misma; La vigencia de la ley 1709 de 2014 se establece en su artículo 107 a saber:
ARTÍCULO 107. VIGENCIAS Y DEROGATORIAS. Deróguese el artículo 38A de la Ley 599 de 2000 modificado por el artículo 3o de la Ley 1453 de 2011. La presente ley rige desde el momento de su promulgación y deroga todas aquellas disposiciones que le sean contrarias. (Subrayas fuera de texto). 

De igual manera, se entiende que ninguna norma jurídica puede cobrar efectos antes de su promulgación, lo cual consiste según la ley 4 de 1913  artículo 52, en  ser insertarla en el diario oficial; Se  tiene que La ley 1709 de 2014 fue expedida y entrada en vigencia según el diario oficial No. 49039 el 20 de enero de 2014. Por lo que no cabe duda que al momento de ocurrir la aprehensión del señor Juan Manuel Cataño Buenaventura esta ley se encontraba produciendo los efectos para los cuales fue creada.
ARTICULO 52. La ley no obliga sino en virtud de su promulgación, y su observancia principia dos meses después de promulgada .La promulgación consiste en insertar la ley en el periódico oficial, y se entiende consumada en la fecha del número en que termine la inserción. (Subrayas fuera de texto).
 ARTICULO 53. Se exceptúan de lo dispuesto en el artículo anterior los casos siguientes.

1. Cuando la ley fije el día en que deba principiar a regir, o autorice al gobierno para fijarlo, en cuyo caso principiará a regir la ley el día señalado.

2. Cuando por causa de guerra u otra inevitable estén interrumpidas las comunicaciones de alguno o algunos municipios con la capital, y suspendido el curso ordinario de los correos, en cuyo caso los dos meses se contarán desde que cese la incomunicación y se restablezcan los correos. (Subrayas fuera de texto)
Por lo discurrido, esta Corporación no encuentra reproche alguno en la decisión del A quo, que  tuvo en cuenta que los hechos por los cuales fue condenado ocurrieron el 16 de marzo de 2016, es decir en vigencia de dicha normatividad. 
Ahora bien, en aras de dar respuesta a los planteamientos del recurrente, es importante señalar que al juez que vigila la ejecución de la pena no le es viable aplicar una norma concreta a su elección con base en el principio de de favorabilidad, e inaplicar o no la prohibición consagrada en el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, ya que si bien es cierto el artículo 38 numeral 7 del CPP, establece que tal situación solo es viable en aquellos casos en los que una ley posterior le reporta un beneficio al penado; lo que implica que no es autorización para que se desconozcan las normas omitiendo su aplicación, en especial cuando no hay una coexistencia de normas que plantean dos soluciones distintas para una misma situación, como es este caso, pues no hay otra norma vigente que establezca que es procedente el permiso reclamado, para quienes fueron condenados por delitos relacionados con el tráfico, fabricación o porte de estupefacientes. 

Así las cosas, al no presentarse en caso objeto de estudio un tránsito de normas, no sería aplicable el principio de favorabilidad, cuya aplicación infundamente reclama la apelante.

De lo anteriormente enunciado se concluye entonces que la providencia objeto de apelación debe ser confirmada.
En mérito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local, el 22 de febrero de 2018, por medio de la cual no aprobó el beneficio administrativo de permiso hasta por 72 horas por fuera del establecimiento de reclusión, al condenado Juan Manuel Cataño 
SEGUNDO: ORDENAR la devolución de la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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